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INTRODUCCIÓN 

 

 

El concepto de lavado de dinero se utiliza 

generalmente para referirse a operaciones 

que tienen el objeto de ingresar fondos de 

actividades delictivas en el sistema 

institucional y así transformar ganancias por 

actividades ilegales en activos de origen 

aparentemente lícito. 

El 13 de abril de 2000, el Congreso de la 

Nación aprobó la Ley Nº 25.246 (modificada 

por las Leyes Nº 26.087, 26.119, 26.268 y 

26.683 (la "Ley de Prevención del Lavado de 

Activos del Financiamiento del Terrorismo y 

otras Actividades Ilícitas" o la "Ley de 

Prevención del Lavado de Activos"), que 

tipifica el lavado de activos como un delito 

penal. Además, la ley, que reemplazó 

diversos artículos del Código Penal de la 

Nación, estableció sanciones severas para 

cualquier persona que participe en dichas 

actividades ilícitas, y creó la UIF, que 

establece un régimen penal administrativo. 

A continuación, se incluye un resumen de 

determinadas disposiciones relativas a las 

normas del régimen de lavado de dinero 

dispuesto por la Ley de Prevención del 

Lavado de Activos según fuera modificada y 

complementada por otras normas y 

regulaciones emitidas por la UIF, el Banco 

Central, la CNV y otras entidades 

reguladoras.  

Se recomienda a los inversores consultar 

con sus propios asesores legales y leer la ley 

mencionada y sus decretos reglamentarios.  

La UIF es el organismo responsable del 

análisis, tratamiento y transmisión de 

información a los efectos de prevenir e 

impedir el lavado de activos provenientes 

de diferentes actividades delictivas y el 

financiamiento del terrorismo.  

 

El Código Penal de la Nación define al lavado 

de dinero como un delito que se comete 

cuando una persona convierte, transfiere, 

administra, vende, grava, disimula o de 

cualquier otro modo pone en circulación en 

el mercado, bienes provenientes de un acto 

ilícito, con la consecuencia posible de que, 

el origen de los bienes originarios o los 

subrogantes, adquieran la apariencia de un 

origen lícito, y siempre que su valor supere 

la suma de Ps. 300.000, sea en un solo acto 

o por la reiteración de hechos diversos 

vinculados entre sí. Las penas establecidas 

son las siguientes: 

• de tres (3) a diez (10) años de prisión y 

multas de dos (2) a diez (10) veces el 

monto de la operación; 

• la pena prevista en el inciso (i) será 

aumentada en un tercio del máximo y 

en la mitad del mínimo cuando (a) el 

autor realizare el hecho con 

habitualidad o como miembro de una 

asociación o banda formada para la 

comisión continuada de hechos de esta 

naturaleza y (b) cuando el autor fuera 

funcionario público y hubiera cometido 

el hecho en ejercicio u ocasión de sus 

funciones; 

• si el valor de los bienes no superare la 

suma indicada de Ps.300.000, el autor 

será reprimido con la pena de prisión de 

seis (6) meses a tres (3) años. 

El Código Penal de la Nación también 

sanciona a quien recibiere dinero u otros 

bienes de origen delictivo con el fin de 

hacerlos aplicar en una operación que les de 

la apariencia posible de un origen lícito. 

Conjuntamente con las prácticas 

internacionalmente aceptadas, la Ley de 

Prevención del Lavado de Activos no 

meramente asigna responsabilidad por 

controlar estas operaciones ilícitas a 

entidades gubernamentales sino que 
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también asigna ciertos deberes a varias 

entidades del sector privado tales como 

bancos, operadores bursátiles, entidades de 

intermediación financiera y empresas de 

seguros que están legalmente obligadas a 

informar a las partes. Estas funciones 

consisten básicamente en funciones de 

captación de información. 

De acuerdo con dicha ley, las siguientes 

personas, entre otras, están obligadas a 

informar a la UIF: 

• las entidades financieras y las empresas 

aseguradoras; 

• las entidades cambiarias y las personas 

físicas o jurídicas autorizadas por el 

Banco Central para operar en la 

compraventa de divisas bajo forma de 

dinero o de cheques extendidos en 

moneda extranjera o mediante el uso 

de tarjetas de crédito o débito, o en la 

transferencia de fondos dentro del país 

o al exterior; 

• agentes y sociedades de bolsa, 

administradoras de fondos comunes de 

inversión, agentes del mercado abierto 

electrónico y todos aquellos 

intermediarios en la compra, alquiler o 

préstamo de títulos valores; 

• las empresas dedicadas al transporte de 

caudales, empresas prestatarias o 

concesionarias de servicios postales 

que realicen operaciones de giros de 

divisas o de traslado de distintos tipos 

de moneda o billete; 

• organismos de la administración 

pública como el Banco Central, la 

Administración Federal de Ingresos 

Públicos, la Superintendencia de 

Seguros de la Nación, la CNV y la IGJ; 

• los profesionales matriculados por 

Consejos Profesionales de Ciencias 

Económicas y los escribanos públicos; y 

• las personas físicas o jurídicas que 

actúen como administradores, 

fiduciarios, intermediarios o agente de 

fideicomisos. 

Las personas físicas y jurídicas sujetas a la 

Ley de Prevención del Lavado de Activos 

deben cumplir con obligaciones, entre ellas: 

• recabar de sus clientes documentos que 

prueben fehacientemente su identidad, 

personería jurídica, domicilio, demás 

datos que en cada caso se estipule (el 

principio básico de la normativa es la 

internacionalmente conocida política 

de "conozca a su cliente"); 

• informar cualquier hecho u operación 

sospechosa. A los efectos de esta ley se 

consideran operaciones sospechosas 

aquellas transacciones que, de acuerdo 

con los usos y costumbres de la 

actividad que se trate, como así 

también de la experiencia e idoneidad 

de las personas obligadas a informar, 

resulten inusuales, sin justificación 

económica o jurídica o de complejidad 

inusitada o injustificada, sean realizadas 

en forma aislada o reiterada 

(independientemente de su monto); y 

• abstenerse de revelar al cliente o a 

terceros las actuaciones que se están 

realizando en cumplimiento de la 

mencionada ley. En el marco del análisis 

de un reporte de operación sospechosa, 

las personas físicas o jurídicas antes 

mencionadas no podrán oponer ante la 

UIF los secretos bancario, bursátil o 

profesional, ni los compromisos legales 

o contractuales de confidencialidad. La 

AFIP sólo podrá revelar a la UIF la 

información en su posesión en aquellos 

casos en que el reporte de la operación 

sospechosa hubiera sido realizado por 

dicho organismo y con relación a las 

personas físicas o jurídicas involucradas 

directamente en la operación 

reportada. En los restantes casos, la UIF 

requerirá el levantamiento del secreto 

fiscal al juez federal competente en 

materia penal quien dispondrá que la 

AFIP divulgue la información en su 

poder. 
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Las entidades financieras argentinas deben 

cumplir con todas las reglamentaciones 

aplicables en materia de lavado de activos 

dispuestas por el Banco Central, la UIF y, de 

corresponder, la CNV. En este sentido, de 

acuerdo con la Resolución Nº 229/2014 de 

la UIF, tanto el Banco Central como la CNV 

son considerados "Órganos de Contralor 

Específicos" que en tal carácter deben 

colaborar con la UIF en la evaluación del 

cumplimiento de los procedimientos de 

prevención de lavado de activos por parte 

de las partes legalmente obligadas a 

informar sujetas a su control.  

A estos fines, están facultados a supervisar, 

monitorear e inspeccionar dichas 

entidades, y de ser necesario, implementar 

ciertas medidas y acciones correctivas.  

La Resolución 30/2017 de la UIF según fuera 

modificada (la "Resolución 30/2017”) es 

aplicable a entidades financieras sujetas a la 

Ley de Entidades Financieras, a entidades 

sujetas a la Ley Nº 18.924 y sus 

modificatorias y a personas físicas y 

jurídicas autorizadas por el Banco Central a 

intervenir en la compra-venta de moneda 

extranjera con fondos en efectivo o cheques 

emitidos en moneda extranjera o a través 

del uso de tarjetas de débito o crédito o en 

la transferencia de fondos dentro o fuera 

del territorio nacional.  

La Resolución Nº 21/2018 de la UIF, (la 

"Resolución 21/2018") es de aplicación a 

agentes y sociedades de bolsa, 

administradoras de fondos comunes de 

inversión, agentes del mercado abierto 

electrónico, intermediarios en la compra, 

alquiler o préstamo de títulos valores que 

operen bajo la órbita de bolsas de comercio 

con o sin mercados adheridos y los agentes 

intermediarios inscriptos en los mercados 

de futuros y opciones cualquiera sea su 

objeto.  

La Resolución 30/2017 y la Resolución 

21/2018 regulan, entre otras cuestiones, la 

obligación de reunir documentación de 

clientes y las condiciones, obligaciones y 

restricciones para el cumplimiento de la 

obligación de informar respecto de 

operaciones sospechosas de lavado de 

activos y financiamiento del terrorismo. 

La Resolución 30/2017 y la Resolución 

21/2018 establecen normas generales en 

relación con la identificación del cliente 

(incluso la distinción entre clientes 

ocasionales y clientes regulares) la 

información a ser requerida, la 

documentación que debe ser presentada y 

los procedimientos para detectar e informar 

las operaciones sospechosas. 

El Banco Central y la CNV también debe 

cumplir con las reglamentaciones de lavado 

de dinero estipuladas por la UIF, inclusive el 

reporte de operaciones sospechosas o 

inusuales. En particular, el Banco Central 

debe cumplir con la Resolución 12/2011 de 

la UIF, complementada por, entre otras, las 

Resoluciones Nº 1/2012 y Nº 92/2012 que, 

entre otras cuestiones, determinan la 

obligación del Banco Central de evaluar los 

controles de prevención de lavado de 

activos implementados por las entidades 

financieras argentinas (con la limitación de 

acceso a los reportes y registros de las 

operaciones sospechosas, que son, según lo 

explicado anteriormente, confidenciales y 

se encuentran sujetos únicamente a la 

supervisión de la UIF) y enumeran los 

ejemplos de circunstancias que debería 

considerarse específicamente con el objeto 

de determinar si una operación en 

particular puede ser considerada inusual y 

eventualmente calificada como sospechosa. 

Las regulaciones del Banco Central 

requieren que los bancos argentinos tomen 

ciertas precauciones mínimas para prevenir 

el lavado de activos. Las entidades 

financieras y cambiarias deberán constituir 

un comité de control y prevención de lavado 

de dinero integrado por, al menos, un 

miembro del Directorio, el oficial de 

cumplimiento y un funcionario de máximo 
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nivel con competencia en el área de 

operaciones de intermediación financiera y 

operaciones cambiarias (es decir con la 

experiencia y conocimientos suficientes en 

dichas cuestiones y facultades de toma de 

decisión).  

Adicionalmente, según lo mencionado, cada 

entidad financiera debe designar un 

miembro del Directorio que será 

responsable de la prevención del lavado de 

activos, a cargo de centralizar toda la 

información que pueda requerir el Banco 

Central, por iniciativa propia o ante la 

solicitud de cualquier autoridad 

competente e informar cualquier operación 

sospechosa a la UIF. Independientemente 

del rol del funcionario como enlace con la 

UIF, todos los miembros del directorio 

tienen responsabilidad personal solidaria e 

ilimitada ante la UIF respecto del 

cumplimiento de la entidad de sus 

obligaciones de informar.  

Asimismo, este funcionario será 

responsable de la implementación, 

seguimiento y control de procedimientos 

internos para asegurar el cumplimiento de 

las regulaciones en la entidad financiera 

respectiva y sus subsidiarias. 

Asimismo, de acuerdo con la Comunicación 

"A" 6709 (según fuera modificada y 

complementada) del Banco Central, las 

entidades financieras del país deber cumplir 

con cierta política adicional basada en el 

principio de "conozca a su cliente". En este 

sentido, conforme a dicha Comunicación, 

bajo ninguna circunstancia pueden iniciarse 

nuevas relaciones comerciales si no se han 

cumplido las pautas legales de "conozca a 

su cliente" y los estándares legales de 

gestión del riesgo.  

También conforme a esta Comunicación, las 

entidades financieras deberán conservar, 

por el término de 10 años, e incluir en sus 

manuales de prevención las constancias 

escritas del procedimiento aplicado de 

discontinuidad operativa del cliente de 

acuerdo con la política adicional 

implementada anteriormente mencionada 

de "conozca a su cliente". 

Las Normas de la CNV (modificadas en 

septiembre de 2013) incluyen un capítulo 

especial respecto de "Prevención del 

Lavado de Dinero y Financiación del 

Terrorismo" y dejan constancia de que las 

personas allí establecidas (incluso, entre 

otros, Agentes de Negociación, los Agentes 

de Liquidación y Compensación (que sean 

operadores de bolsa), los Agentes de 

Distribución y Colocación, y los Agentes de 

Administración de Productos de Inversión 

Colectiva) deben ser considerados 

legalmente obligados a informar, conforme 

a la Ley de Prevención del Lavado de Activos 

y por lo tanto deben cumplir con todas las 

leyes y regulaciones vigentes en relación 

con la materia, incluso las resoluciones 

emitidas por la UIF, decretos 

reglamentarios referidos a las resoluciones 

promulgadas por el Consejo de Seguridad 

de las Naciones Unidas en relación con la 

lucha contra el terrorismo y las resoluciones 

(y sus anexos) emitidas por el Ministerio de 

Relaciones Exteriores y Culto.  

Asimismo, las Normas de la CNV imponen 

ciertas restricciones en relación con los 

acuerdos de pago (limitando, entre otras 

cuestiones, el monto en efectivo que las 

entidades allí establecidas podrían recibir o 

pagar por día y por cliente, a Ps. 1.000) e 

imponen ciertas obligaciones de 

información. 

Además, las Normas de la CNV establecen 

que las entidades mencionadas 

anteriormente únicamente llevarán a cabo 

las operaciones contempladas según el 

régimen de oferta pública cuando dichas 

operaciones sean llevadas a cabo u 

ordenadas por personas constituidas, 

domiciliadas o residentes en países, 

dominios, jurisdicciones, territorios o 

estados asociados y regímenes tributarios 

especiales considerados cooperadores a los 
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fines de la transparencia fiscal incluidos en 

el listado del Decreto del Poder Ejecutivo 

Nacional Nº 589/2013, artículo 2(b).  

Cuando dichas personas no se encuentren 

incluidas en dicho listado y en sus 

jurisdicciones de constitución califiquen 

como intermediarios registrados de una 

entidad bajo el control y supervisión de un 

organismo que desarrolla funciones 

similares a las de la CNV, solo se les 

permitirá llevar a cabo operaciones si 

presentaran prueba indicando que la 

comisión de valores pertinente de su 

jurisdicción ha firmado un memorándum de 

entendimiento para la cooperación e 

intercambio de información con la CNV. 

Para un análisis extensivo del régimen de 

prevención de lavado de activos, los 

inversores deberán consultar con su asesor 

legal y leer el Título XIII, Libro 2, del Código 

Penal de la Nación y las regulaciones 

emitidas por la UIF, la CNV y el Banco 

Central en su totalidad. A tales efectos, las 

partes interesadas pueden visitar los sitios 

siguientes sitios de internet: 

• Ministerio de Economía y Finanzas 

Públicas (www.mecon.gob.ar) 

• Unidad de Información Financiera -UIF- 

(www.uif.gov.ar) 

• Comisión Nacional de Valores -CNV- 

(www.cnv.gob.ar) 

• Banco Central de la República 

Argentina -BCRA- (www.bcra.gov.ar) 


